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Que, mediante el Informe Nº 032-2020/COE-TPC, del 
11 de febrero de 2020, la Comisión Oficial de Extradiciones 
y Traslado de Personas Condenadas propone acceder a 
la solicitud de extradición activa de la persona requerida, 
para ser procesada por la presunta comisión del delito de 
tráfico ilícito de drogas agravado, en agravio del Estado 
peruano;

Que, conforme al Tratado de Extradición entre la 
República del Perú y la República Federativa del Brasil, 
suscrito el 25 de agosto de 2003, vigente desde el 30 
de junio de 2006; así como, al Código Procesal Penal 
peruano respecto del trámite interno y en todo lo que no 
disponga el Tratado;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de extradición 
activa del ciudadano peruano VÍCTOR JOSÉ BALTAZAR 
PERALTA a la República Federativa del Brasil, formulada 
por la Segunda Sala Penal Liquidadora Permanente 
de la Corte Superior de Justicia del Callao, declarada 
procedente por la Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, para ser procesado 
por la presunta comisión del delito de tráfico ilícito 
de drogas agravado, en agravio del Estado peruano; 
y, disponer su presentación por vía diplomática a la 
República Federativa del Brasil, conforme al Tratado 
vigente y a la normativa interna aplicable al caso.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
es refrendada por el Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos y por el Ministro de Relaciones Exteriores.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

WALTER MARTOS RuIZ
Ministro de Defensa
Encargado del despacho del Ministerio de Relaciones
Exteriores

FERNANDO R. CASTAÑEDA PORTOCARRERO
Ministro de Justicia y Derechos Humanos
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resolución supremA
n° 051-2020-jus

Lima, 11 de marzo de 2020

VISTO; el Informe Nº 046-2020/COE-TPC, del 28 de 
febrero de 2020, de la Comisión Oficial de Extradiciones 
y Traslado de Personas Condenadas, sobre la solicitud 
de extradición activa del ciudadano peruano JOSÉ 
OSWALDO CHuCO PONCE a la República Italiana, 
formulada por la Tercera Sala Penal para Procesos con 
Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, para 
ser procesado por la presunta comisión del delito de robo 
agravado, en agravio de William Homero Briones Vilca;

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 37 de la Constitución Política del Perú 
dispone que la extradición solo se concede por el Poder 
Ejecutivo, previo informe de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en cumplimiento de la ley y los tratados;

Que, conforme al inciso 5) del artículo 34 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
aprobado por Decreto Supremo N° 017-93-JuS, 
concordante con el inciso 6) del artículo 26 del Código 
Procesal Penal, las Salas Penales de la Corte Suprema 
de Justicia de la República conocen las solicitudes de 
extradiciones activas y pasivas;

Que, mediante Resolución Consultiva del 16 de enero 
de 2020, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 
de Justicia de la República declara procedente la solicitud 

de extradición activa del ciudadano peruano JOSÉ 
OSWALDO CHuCO PONCE a la República Italiana, 
formulada por la Tercera Sala Penal para Procesos con 
Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, para 
ser procesado por la presunta comisión del delito de robo 
agravado, en perjuicio de William Homero Briones Vilca 
(Expediente N° 01-2020);

Que, el literal a) del artículo 28 del Decreto Supremo N° 
016-2006-JuS, Normas referidas al comportamiento judicial 
y gubernamental en materia de extradiciones y traslado 
de condenados, establece que la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas propone 
al Consejo de Ministros, a través del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, acceder o no al pedido de extradición 
activa formulado por el órgano jurisdiccional competente;

Que, de acuerdo con el numeral 1) del artículo 514 
del Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto 
Legislativo N° 957, corresponde al Gobierno decidir 
la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución 
Suprema expedida con el acuerdo del Consejo de 
Ministros, previo informe de la referida Comisión Oficial;

Que, mediante el Informe Nº 046-2020/COE-
TPC, del 28 de febrero de 2020, la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone acceder al requerimiento de extradición activa de 
la persona requerida, para ser procesada por la presunta 
comisión del delito de robo agravado, en agravio de 
William Homero Briones Vilca;

Que, conforme al Tratado de Extradición entre el 
Gobierno de la República del Perú y el Gobierno de la 
República Italiana, suscrito el 24 de noviembre de 1994, y 
vigente desde el 7 de abril de 2005; así como, el Código 
Procesal Penal peruano, respecto del trámite interno y en 
todo lo que no disponga el Tratado;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de extradición 
activa del ciudadano peruano JOSÉ OSWALDO CHuCO 
PONCE a la República Italiana, formulada por la Tercera 
Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte 
Superior de Justicia de Lima, declarada procedente por la 
Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de 
la República, para ser procesado por la presunta comisión 
del delito de robo agravado, en agravio de William 
Homero Briones Vilca; y, disponer su presentación por vía 
diplomática a la República Italiana, conforme al Tratado 
vigente y a la normativa interna aplicable al caso.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
es refrendada por el Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos, y por el Ministro de Relaciones Exteriores.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

WALTER MARTOS RuIZ
Ministro de Defensa
Encargado del despacho del Ministerio de Relaciones
Exteriores

FERNANDO R. CASTAÑEDA PORTOCARRERO
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1864050-7

Acceden a solicitud de traslado pasivo de 
ciudadano de nacionalidad colombiana 
para que cumpla el resto de su condena en 
un centro penitenciario de Colombia

resolución supremA
n° 052-2020-jus

Lima, 11 de marzo de 2020
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VISTO; el Informe Nº 011-2020/COE-TPC, del 21 de 
enero de 2020, de la Comisión Oficial de Extradiciones y 
Traslado de Personas Condenadas, sobre la solicitud de 
traslado pasivo del ciudadano de nacionalidad colombiana 
HÉCTOR FABIO HOLGuÍN JARAMILLO;

CONSIDERANDO:

Que, el ciudadano de nacionalidad colombiana 
HÉCTOR FABIO HOLGuÍN JARAMILLO, que se 
encuentra cumpliendo condena en el Establecimiento 
Penitenciario de Ancón II, solicita ser trasladado a su país 
de origen para cumplir el resto de la condena impuesta 
por el Colegiado “F” de la Sala Penal Nacional, por 
la comisión del delito de tráfico ilícito de drogas, en su 
modalidad agravada, en agravio del Estado peruano;

Que, conforme al inciso 2) del artículo 540 del Código 
Procesal Penal, promulgado por el Decreto Legislativo N° 
957, corresponde al Poder Ejecutivo decidir la solicitud de 
traslado activo o pasivo de personas condenadas, mediante 
Resolución Suprema expedida con el acuerdo del Consejo 
de Ministros, previo informe de la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas;

Que, el literal d) del artículo 28 del Decreto Supremo 
Nº 016-2006-JuS, Normas referidas al comportamiento 
judicial y gubernamental en materia de extradiciones 
y traslado de condenados, establece que la referida 
Comisión propone al Consejo de Ministros, a través del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, acceder o no 
al pedido de traslado pasivo;

Que, la Comisión Oficial de Extradiciones y Traslado 
de Personas Condenadas, mediante Informe Nº 011-2020/
COE-TPC, del 21 de enero de 2020, propone acceder a la 
solicitud de traslado pasivo del ciudadano de nacionalidad 
colombiana HÉCTOR FABIO HOLGuÍN JARAMILLO a un 
centro penitenciario de la República de Colombia;

Que, la solicitud de traslado entre la República del Perú 
y la República de Colombia se encuentra regulada por el 
principio de reciprocidad y las normas pertinentes del Libro 
Séptimo sobre la Cooperación Judicial Internacional del 
Código Procesal Penal peruano, así como lo establecido 
en el Decreto Supremo Nº 016-2006-JuS, modificado en 
parte por el Decreto Supremo N° 010-2008-JuS;

Que, conforme al inciso 1) del artículo 541 del Código 
Procesal Penal, el Perú mantendrá jurisdicción sobre la 
condena impuesta y cualquier otro procedimiento que 
disponga la revisión o modificación de la sentencia dictada 
por el órgano jurisdiccional. En igual sentido, retendrá la 
facultad de indultar o conceder amnistía o redimir la pena 
a la persona condenada;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de traslado pasivo del 
ciudadano de nacionalidad colombiana HÉCTOR FABIO 
HOLGuÍN JARAMILLO, que se encuentra cumpliendo 
sentencia en el Establecimiento Penitenciario de Ancón II, 
para que cumpla el resto de la condena impuesta por las 
autoridades judiciales del Perú en un centro penitenciario 
de la República de Colombia.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
es refrendada por el Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos y por el Ministro de Relaciones Exteriores.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

WALTER MARTOS RuIZ
Ministro de Defensa
Encargado del despacho del Ministerio de Relaciones
Exteriores

FERNANDO R. CASTAÑEDA PORTOCARRERO
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

1864050-8

SALUD

Decreto Supremo que declara en 
Emergencia Sanitaria, por el plazo de 
noventa (90) días calendario, distritos 
priorizados de la provincia de La 
Convención, del departamento de Cusco

decreto supremo
n° 009-2020-sA

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:
Que, los artículos 7 y 9 de la Constitución Política del 

Perú señalan que todos tienen derecho a la protección 
de su salud, la del medio familiar y la de la comunidad, 
y que el Estado determina la política nacional de salud, 
correspondiendo al Poder Ejecutivo normar y supervisar su 
aplicación, siendo responsable de diseñarla y conducirla 
en forma plural y descentralizadora para facilitar a todos 
el acceso equitativo a los servicios de salud;

Que, los numerales II y VI del Título Preliminar de 
la Ley Nº 26842, Ley General de Salud, establecen que 
la protección de la salud es de interés público, y que es 
responsabilidad del Estado regularla, vigilarla y promover 
las condiciones que garanticen una adecuada cobertura 
de prestaciones de salud a la población, en términos 
socialmente aceptables de seguridad, oportunidad y 
calidad, siendo irrenunciable la responsabilidad del 
Estado en la provisión de servicios de salud pública. El 
Estado interviene en la provisión de servicios de atención 
médica con arreglo a principios de equidad;

Que, conforme a lo establecido en la Primera 
Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo 
Nº 1161, Ley de Organización y Funciones del Ministerio 
de Salud, el Ministerio de Salud es la Autoridad de Salud 
a nivel nacional, según lo establece la Ley N° 26842, 
Ley General de Salud, tiene a su cargo la formulación, 
dirección y gestión de la política nacional de salud y es la 
máxima autoridad en materia de salud. Su finalidad es la 
promoción de la salud, la prevención de las enfermedades, 
la recuperación de la salud y la rehabilitación en salud de 
la población; 

Que, el Decreto Legislativo Nº 1156, Decreto 
Legislativo que dicta medidas destinadas a garantizar el 
servicio público de salud en los casos que exista un riesgo 
elevado o daño a la salud y la vida de las poblaciones, 
tiene como finalidad identificar y reducir el potencial 
impacto negativo en la población ante la existencia de 
situaciones que representen un riesgo elevado o daño a 
la salud y la vida de las poblaciones y disponer acciones 
destinadas a prevenir situaciones o hechos que conlleven 
a la configuración de éstas;

Que, el literal a) del artículo 6 del Decreto Legislativo 
Nº 1156, concordante con el numeral 5.1 del artículo 5 
de su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 
007-2014-SA, establece como supuesto que constituye 
la configuración de una emergencia sanitaria, el riesgo 
elevado o existencia de brote(s), epidemia o pandemia; 

Que, el numeral 7.2 del artículo 7 del acotado 
Decreto Legislativo Nº 1156 señala que la Autoridad 
Nacional de Salud por iniciativa propia o a solicitud 
de los Gobiernos Regionales o Locales, solicitará 
se declare la emergencia sanitaria ante la existencia 
del riesgo elevado o daño a la salud y la vida de las 
poblaciones, debido a la ocurrencia de uno o más 
supuestos contemplados en el artículo 6 del citado 
Decreto Legislativo, la cual será aprobada mediante 
Decreto Supremo con acuerdo del Consejo de 
Ministros, debiendo indicar dicho Decreto Supremo la 
relación de Entidades que deben actuar para atender la 
emergencia sanitaria, la vigencia de la declaratoria, así 
como los bienes y servicios que se requieren contratar 
para enfrentar dicha situación de emergencia;

Que, el literal a) del artículo 14 del Reglamento del 
Decreto Legislativo N° 1156, aprobado por Decreto 
Supremo N° 007-2014-SA, establece que el Comité 
Técnico encargado de evaluar las solicitudes de 
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